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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

APROBACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE 
LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS 

DE LAS PERSONAS MAYORES 

ARTÍCULO ÚNICO.- 	Se aprueba, en cada una de sus partes, la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores, adoptada el 15 de junio de 2015, en Washington, D.C., Estados Unidos 
de América. El texto es el siguiente: 

• 

• 
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CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES 

ASAMBLEA LEGISLATIVA 



PLENARIO 	 -3 - 	 LEY N.° 9394 

CONVENCIÓN INTERAMERICANA SOBRE LA PROTECCIÓN DE 
LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS MAYORES 

PREÁMBULO 

Los Estados Parte en la presente Convención, 

Reconociendo que el respeto irrestricto a los derechos humanos ha sido 
consagrado en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
y en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y reafirmado en otros 
instrumentos internacionales y regionales; 

Reiterando el propósito de consolidar, dentro del marco de las instituciones 
democráticas, un régimen de libertad individual y de justicia social, fundado en el 
respeto de los derechos fundamentales de la persona; 

Teniendo en cuenta que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos y a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, solo puede 
realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se 
crean condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos; 

Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales, así como la obligación 
de eliminar todas las formas de discriminación, en particular, la discriminación por 
motivos de edad; 

Resaltando que la persona mayor tiene los mismos derechos humanos y 
libertades fundamentales que otras personas, y que estos derechos, incluido el de 
no verse sometida a discriminación fundada en la edad ni a ningún tipo de 
violencia, dimanan de la dignidad y la igualdad que son inherentes a todo ser 
humano; 

Reconociendo que la persona, a medida que envejece, debe seguir disfrutando de 
una vida plena, independiente y autónoma, con salud, seguridad, integración y 
participación activa en las esferas económica, social, cultural y política de sus 
sociedades; 

Reconociendo también la necesidad de abordar los asuntos de la vejez y el 
envejecimiento desde una perspectiva de derechos humanos que reconoce las 
valiosas contribuciones actuales y potenciales de la persona mayor al bienestar 
común, a la identidad cultural, a la diversidad de sus comunidades, al desarrollo 
humano, social y económico y a la erradicación de la pobreza; 
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Recordando lo establecido en los Principios de las Naciones Unidas en favor de 
las Personas de Edad (1991); la Proclamación sobre el Envejecimiento (1992); la 
Declaración Política y el Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el 
Envejecimiento (2002), así como los instrumentos regionales tales como la 
Estrategia Regional de implementación para América Latina y el Caribe del Plan 
de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento (2003); la Declaración 
de Brasilia (2007), el Plan de Acción de la Organización Panamericana de la Salud 
sobre la salud de las personas mayores, incluido el envejecimiento activo y 
saludable (2009), la Declaración de Compromiso de Puerto España (2009) y la 
Carta de San José sobre los derechos de las personas mayores de América Latina 
y el Caribe (2012); 

Decididos a incorporar y dar prioridad al tema del envejecimiento en las políticas 
públicas, así como a destinar y gestionar los recursos humanos, materiales y 
financieros para lograr una adecuada implementación y evaluación de las medidas 
especiales puestas en práctica; 

Reafirmando el valor de la solidaridad y complementariedad de la cooperación 
internacional y regional para promover los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de la persona mayor; 

Respaldando activamente la incorporación de la perspectiva de género en todas 
las políticas y programas dirigidos a hacer efectivos los derechos de la persona 
mayor y destacando la necesidad de eliminar toda forma de discriminación; 

Convencidos de la importancia de facilitar la formulación y el cumplimiento de 
leyes y programas de prevención de abuso, abandono, negligencia, maltrato y 
violencia contra la persona mayor, y la necesidad de contar con mecanismos 
nacionales que protejan sus derechos humanos y libertades fundamentales; y 

Convencidos también de que la adopción de una convención amplia e integral 
contribuirá significativamente a promover, proteger y asegurar el pleno goce y 
ejercicio de los derechos de la persona mayor, y a fomentar un envejecimiento 
activo en todos los ámbitos, 

Han convenido suscribir la presente Convención Interamericana sobre la 
Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (en adelante, la 
"Convención"): 

CAPÍTULO I 
OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y DEFINICIONES 

Artículo 1 
Ámbito de aplicación y objeto 

El objeto de la Convención es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y 
el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos 
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humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su 
plena inclusión, integración y participación en la sociedad. Lo dispuesto en la 
presente Convención no se interpretará como una limitación a derechos o 
beneficios más amplios o adicionales que reconozcan el derecho internacional o 
las legislaciones internas de los Estados Parte, a favor de la persona mayor. 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en esta Convención no 
estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los 
Estados Parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas 
o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y 
libertades. 

Los Estados Parte solo podrán establecer restricciones y limitaciones al goce y 
ejercicio de los derechos establecidos en la presente Convención mediante leyes 
promulgadas con el objeto de preservar el bienestar general dentro de una 
sociedad democrática, en la medida en que no contradigan el propósito y razón de 
los mismos. 

Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las partes de 
los Estados federales sin limitaciones ni excepciones. 

Artículo 2 
Definiciones 

A los efectos de la presente Convención se entiende por: 

"Abandono": La falta de acción deliberada o no para atender de manera integral 
las necesidades de una persona mayor que ponga en peligro su vida o su 
integridad física, psíquica o moral. 

"Cuidados paliativos": La atención y cuidado activo, integral e interdisciplinario de 
pacientes cuya enfermedad no responde a un tratamiento curativo o sufren 
dolores evitables, a fin de mejorar su calidad de vida hasta el fin de sus días. 
Implica una atención primordial al control del dolor, de otros síntomas y de los 
problemas sociales, psicológicos y espirituales de la persona mayor. Abarcan al 
paciente, su entorno y su familia. Afirman la vida y consideran la muerte como un 
proceso normal; no la aceleran ni retrasan. 

"Discriminación": Cualquier distinción, exclusión, restricción que tenga como 
objetivo o efecto anular o restringir el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad 
de condiciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la 
esfera política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida 
pública y privada. 

"Discriminación múltiple": Cualquier distinción, exclusión o restricción hacia la 
persona mayor fundada en dos o más factores de discriminación. 

ASAMBLEA LEGISLATIVA 



PLENARIO 	 -6 - 	 LEY N.° 9394 

"Discriminación por edad en la vejez": Cualquier distinción, exclusión o restricción 
basada en la edad que tenga como objetivo o efecto anular o restringir el 
reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones de los derechos 
humanos y libertades fundamentales en la esfera política, económica, social, 
cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública y privada. 

"Envejecimiento": Proceso gradual que se desarrolla durante el curso de vida y 
que conlleva cambios biológicos, fisiológicos, psico-sociales y funcionales de 
variadas consecuencias, las cuales se asocian con interacciones dinámicas y 
permanentes entre el sujeto y su medio. 

"Envejecimiento activo y saludable": Proceso por el cual se optimizan las 
oportunidades de bienestar físico, mental y social, de participar en actividades 
sociales, económicas, culturales, espirituales y cívicas, y de contar con protección, 
seguridad y atención, con el objetivo de ampliar la esperanza de vida saludable y 
la calidad de vida de todos los individuos en la vejez, y permitirles así seguir 
contribuyendo activamente a sus familias, amigos, comunidades y naciones. El 
concepto de envejecimiento activo y saludable se aplica tanto a individuos como a 
grupos de población. 

"Maltrato": Acción u omisión, única o repetida, contra una persona mayor que 
produce daño a su integridad física, psíquica y moral y que vulnera el goce o 
ejercicio de sus derechos humanos y libertades fundamentales, 
independientemente de que ocurra en una relación de confianza. 

"Negligencia": Error involuntario o falta no deliberada, incluido entre otros, el 
descuido, omisión, desamparo e indefensión que le causa un daño o sufrimiento a 
una persona mayor, tanto en el ámbito público como privado, cuando no se hayan 
tomado las precauciones normales necesarias de conformidad con las 
circunstancias. 

"Persona mayor": Aquella de 60 años o más, salvo que la ley interna determine 
una edad base menor o mayor, siempre que esta no sea superior a los 65 años. 
Este concepto incluye, entre otros, el de persona adulta mayor. 

"Persona mayor que recibe servicios de cuidado a largo plazo": Aquella que 
reside temporal o permanentemente en un establecimiento regulado sea público, 
privado o mixto, en el que recibe servicios socio-sanitarios integrales de calidad, 
incluidas las residencias de larga estadía, que brindan estos servicios de atención 
por tiempo prolongado a la persona mayor, con dependencia moderada o severa 
que no pueda recibir cuidados en su domicilio. 

"Servicios socio-sanitarios integrados": Beneficios y prestaciones institucionales 
para responder a las necesidades de tipo sanitario y social de la persona mayor, 
con el objetivo de garantizar su dignidad y bienestar y promover su independencia 
y autonomía. 
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"Unidad doméstica u hogar": El grupo de personas que viven en una misma 
vivienda, comparten las comidas principales y atienden en común las necesidades 
básicas, sin que sea necesario que existan lazos de parentesco entre ellos. 

"Vejez: Construcción social de la última etapa del curso de vida. 

CAPÍTULO II 
PRINCIPIOS GENERALES 

Artículo 3 

Son principios generales aplicables a la Convención: 

La promoción y defensa de los derechos humanos y libertades 
fundamentales de la persona mayor. 
La valorización de la persona mayor, su papel en la sociedad y 
contribución al desarrollo. 
La dignidad, independencia, protagonismo y autonomía de la 
persona mayor. 
La igualdad y no discriminación. 
La participación, integración e inclusión plena y efectiva en la 
sociedad. 
El bienestar y cuidado. 
La seguridad física, económica y social. 
La autorrealización. 
La equidad e igualdad de género y enfoque de curso de vida. 
La solidaridad y fortalecimiento de la protección familiar y 
comunitaria. 
El buen trato y la atención preferencial. 

I) 	El enfoque diferencial para el goce efectivo de los derechos de la 
persona mayor. 
El respeto y valorización de la diversidad cultural. 
La protección judicial efectiva. 
La responsabilidad del Estado y participación de la familia y de la 
comunidad en la integración activa, plena y productiva de la persona 
mayor dentro de la sociedad, así como en su cuidado y atención, de 
acuerdo con su legislación interna. 

CAPÍTULO III 
DEBERES GENERALES DE LOS ESTADOS PARTE 

Artículo 4 

Los Estados Parte se comprometen a salvaguardar los derechos humanos y 
libertades fundamentales de la persona mayor enunciados en la presente 
Convención, sin discriminación de ningún tipo, y a tal fin: 
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a) 	Adoptarán medidas para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas 
contrarias a la presente Convención, tales como aislamiento, abandono, 
sujeciones físicas prolongadas, hacinamiento, expulsiones de la comunidad, 
la negación de nutrición, infantilización, tratamientos médicos inadecuados 

desproporcionados, entre otras, y todas aquellas que constituyan malos 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes que atenten contra la 
seguridad e integridad de la persona mayor. 

Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que 
sean necesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en la 
presente Convención y se abstendrán de adoptar cualquier medida 
legislativa que sea incompatible con la misma. No se considerarán 
discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las medidas 
afirmativas y ajustes razonables que sean necesarios para acelerar o lograr 
la igualdad de hecho de la persona mayor, así como para asegurar su plena 
integración social, económica, educacional, política y cultural. Tales 
medidas afirmativas no deberán conducir al mantenimiento de derechos 
separados para grupos distintos y no deberán perpetuarse más allá de un 
periodo razonable o después de alcanzado dicho objetivo. 

Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, 
judiciales, presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado 
acceso a la justicia a fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado 
y preferencial en todos los ámbitos. 

Adoptarán las medidas necesarias y cuando lo consideren en el marco de la 
cooperación internacional, hasta el máximo de los recursos disponibles y 
tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, 
y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales; sin perjuicio de las obligaciones 
que sean aplicables de inmediato en virtud del derecho internacional. 

Promoverán instituciones públicas especializadas en la protección y 
promoción de los derechos de la persona mayor y su desarrollo integral. 

	

o 
	

Promoverán la más amplia participación de la sociedad civil y de otros 
actores sociales, en particular de la persona mayor, en la elaboración, 
aplicación y control de políticas públicas y legislación dirigida a la 
implementación de la presente Convención. 

	

g) 
	

Promoverán la recopilación de información adecuada, incluidos datos 
estadísticos y de investigación, que le permitan formular y aplicar políticas, 
a fin de dar efecto a la presente Convención. 
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CAPÍTULO IV 
DERECHOS PROTEGIDOS 

Artículo 5 
Igualdad y no discriminación por razones de edad 

Queda prohibida por la presente Convención la discriminación por edad en la 
vejez. 

Los Estados Parte desarrollarán enfoques específicos en sus políticas, planes y 
legislaciones sobre envejecimiento y vejez, en relación con la persona mayor en 
condición de vulnerabilidad y aquellas que son víctimas de discriminación múltiple, 
incluidas las mujeres, las personas con discapacidad, las personas de diversas 
orientaciones sexuales e identidades de género, las personas migrantes, las 
personas en situación de pobreza o marginación social, los afrodescendientes y 
las personas pertenecientes a pueblos indígenas, las personas sin hogar, las 
personas privadas de libertad, las personas pertenecientes a pueblos 
tradicionales, las personas pertenecientes a grupos étnicos, raciales, nacionales, 
lingüísticos, religiosos y rurales, entre otros. 

Artículo 6 
Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez 

Los Estados Parte adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar a la 
persona mayor el goce efectivo del derecho a la vida y el derecho a vivir con 
dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en igualdad de condiciones con otros 
sectores de la población. 

Los Estados Parte tomarán medidas para que las instituciones públicas y privadas 
ofrezcan a la persona mayor un acceso no discriminatorio a cuidados integrales, 
incluidos los cuidados paliativos, eviten el aislamiento y manejen apropiadamente 
los problemas relacionados con el miedo a la muerte de los enfermos terminales, 
el dolor, y eviten el sufrimiento innecesario y las intervenciones fútiles e inútiles, de 
conformidad con el derecho de la persona mayor a expresar el consentimiento 
informado. 

Artículo 7 
Derecho a la independencia y a la autonomía 

Los Estados Parte en la presente Convención reconocen el derecho de la persona 
mayor a tomar decisiones, a la definición de su plan de vida, a desarrollar una vida 
autónoma e independiente, conforme a sus tradiciones y creencias, en igualdad de 
condiciones y a disponer de mecanismos para poder ejercer sus derechos. 

Los Estados Parte adoptarán programas, políticas o acciones para facilitar y 
promover el pleno goce de estos derechos por la persona mayor, propiciando su 
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RESOLUCIÓN RJD-169-2016 

San José, a las quince horas con veintinueve minutos del doce de setiembre de dos mil dieciséis 

OT-40-2015 

RECURSO DE REVOCATORIA (REPOSICIÓN), GESTIÓN DE NULIDAD Y SOLICITUD 
DE ACLARACIÓN, INTERPUESTOS POR DISTRIBUIDORA ROYAL S.A., CONTRA LA 
RESOLUCIÓN RJD-89-2016.  

RESULTANDO: 

I. Que el 21 de enero de 2015, mediante la resolución RRG-024-2015, el Regulador General
ordenó el inicio de un procedimiento administrativo ordinario contra la empresa
Distribuidora Royal S.A., por la supuesta invocación o introducción de hechos falsos en la
licitación abreviada 2013LA-000003-ARESEP. (Folios 2324 al 2336)

II. Que el 15 de abril de 2015, mediante la resolución ROD-24-2015, el Órgano Director inició
el procedimiento y citó a la comparecencia oral y privada. (Folios 2357 al 2365)

III. Que el 22 de mayo de 2015, se llevó a cabo la comparecencia oral y privada, a la cual
asistió la investigada. (Folios 2377 al 2382)

IV. Que el 19 de octubre de 2015, mediante el oficio OD-49-2015, el Órgano Director emitió el
informe final dirigido a la Reguladora General Adjunta. (Folios 2383 al 2399)

V. Que el 20 de octubre de 2015, mediante la resolución RRGA-036-2015, la Reguladora
General Adjunta, resolvió, entre otras cosas, lo siguiente:

“IV. Inhabilitar para contratar con el Estado por dos años a Distribuidora 
Royal S.A. por introducir hechos falsos en su oferta, esto de conformidad 
con el artículo 100 de la Ley de Contratación Administrativa, inciso i) y el 215 
del Reglamento de Ley de Contratación Administrativa. V. Declarar sin lugar, 
las defensas de fondo realizadas. (…) VII. En cumplimiento de lo establecido 
en el artículo 215 párrafo tercero y final del Reglamento a la Ley de 
Contratación Administrativa, publicar, una vez en firme, en el Diario Oficial 
La Gaceta, para que cada Administración actualice su Registro de 
Proveedores y comunicar a la Contraloría General de la República. VIII. 
Notificar, una vez firme, a Merlink y CompraRed.” (Folios 2400 al 2423) 

VI. Que el 26 de octubre de 2015, Distribuidora Royal S.A., interpuso recurso de revocatoria y
apelación en subsidio con gestión de nulidad concomitante, contra la resolución RRGA-
036-2015. (Folios 2424 al 2430)

VII. Que el 29 de febrero de 2016, mediante la resolución RRG-210-2016, el Regulador
General, resolvió, entre otras cosas:

“I. Declarar sin lugar, el recurso de revocatoria y la gestión de nulidad 
interpuestos por Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RRGA-036-
2015. II. Elevar a la Junta Directiva el recurso de apelación presentado en 
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subsidio y prevenirle a la parte que cuenta con tres días hábiles, contados a 
partir de la notificación de ésta resolución, para hacer valer sus derechos 
ante dicho órgano de alzada. (…)”. (Folios 2458 al 2475) 

VIII. Que el 3 de marzo de 2016, Distribuidora Royal S.A., presentó agravios. (Folios 2447 al
2457)

IX. Que el 16 de marzo de 2016, mediante el oficio 246-DGAJR-2016, la Dirección General de
Asesoría Jurídica y Regulatoria, remitió a la Secretaría de Junta Directiva, el informe que
ordena el artículo 349 de la Ley 6227, sobre el recurso de apelación y la gestión de
nulidad interpuestos por Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RRGA-036-2015.
(Folios 2476 al 2479)

X. Que el 17 de marzo de 2016, mediante el oficio 232-SJD-2016, la Secretaría de Junta
Directiva remitió a la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, el recurso de
apelación y la gestión de nulidad interpuestos. (Folio 2480)

XI. Que el 12 de mayo de 2016, mediante el oficio 411-DGAJR-2016, la Dirección General de
Asesoría Jurídica y Regulatoria, brindó el criterio solicitado sobre las gestiones
interpuestas. (Folios 2481 al 2497)

XII. Que el 19 de mayo de 2016, mediante la resolución RJD-089-2016, la Junta Directiva,
resolvió:

“1. Declarar sin lugar, el recurso de apelación y la gestión de nulidad, 
interpuestos por Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RRGA-036-
2015. 2. Dar por agotada la vía administrativa. 3. Publicar en el diario oficial 
la Gaceta, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 215 párrafo 
tercero y final del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, la 
inhabilitación de Distribuidora Royal S.A. para contratar con el Estado por el 
período de dos años, para que cada Administración actualice su Registro de 
Proveedores y comunicar a la Contraloría General de la República. 4. 
Notificar a la parte, la resolución que ha de dictarse. 5. Comunicar a Merlink 
y CompraRed.”  (Folios 2502 al 2523) 

XIII. Que el 24 de junio de 2016, Distribuidora Royal S.A., interpuso recurso de revocatoria,
gestión de nulidad y solicitud de adición y aclaración, contra la resolución RJD-089-2016.
(Folios 2498 al 2501)

XIV. Que el 24 y 27 de junio de 2016, mediante los oficios 469-SAJD-2016 y 474-SJD-2016,
respectivamente, la Secretaría de Junta Directiva remitió a la Dirección General de
Asesoría Jurídica y Regulatoria, las gestiones interpuestas. (Folios 2524 y 2525)

XV. Que el 20 de julio de 2016, el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda,
dictó medida cautelar provisionalísima.



XVI. Que el 22 de agosto de 2016, mediante resolución 1875-2016, el Tribunal Contencioso
Administrativo, rechazó la solicitud de medida cautelar formulada por Distribuidora Royal
S.A., y revocó la medida cautelar provisionalísima ordenada por la resolución de las diez
horas y trece minutos del 20 de julio de 2016.

XVII. Que el 31 de agosto de 2016, mediante el oficio 778-DGAJR-2016, la Dirección General
de Asesoría Jurídica y Regulatoria, brindó el criterio solicitado sobre las gestiones
interpuestas. (Correrá agregados a los autos)

XVIII. Que se han realizado las diligencias útiles y necesarias para el dictado de la presente
resolución.

CONSIDERANDO: 

I. Que del oficio 778-DGAJR-2016, arriba citado, que sirve de sustento a la presente
resolución, se  extrae lo siguiente:

 “ (…) 

II. ANÁLISIS POR LA FORMA:

a) Naturaleza:

Sobre el recurso de revocatoria (reposición): 

El recurso de revocatoria (folios 2500 y 2501), entendido como recurso de reposición -por el 
principio de informalismo- contra la resolución RJD-089-2016, resulta inadmisible, por cuanto 
jurídicamente no es posible interponer recurso alguno contra la resolución que resuelve 
recurso, además de que no procede revocatoria contra la resolución que agotó la vía 
administrativa.   

En este sentido, puede observarse que el numeral 345 de la Ley 6227, establece que en el 
procedimiento cabrán los recursos ordinarios únicamente contra el acto que lo inicie, contra el 
que deniega la comparecencia oral o cualquier prueba y contra el acto final; y la resolución 
RJD-089-2016, no se encuentra dentro de esos supuestos.  

Aunado a lo anterior, revisada la Ley 6227, no se observa que en la misma, se establezca la 
posibilidad de interponer recursos de tipo ordinario contra las resoluciones que resuelven 
recursos. Además, según el artículo 350 inciso 2) de la Ley 6227, el órgano de alzada será el 
llamado a agotar la vía administrativa, que en el caso de la Aresep, corresponde a la Junta 
Directiva, de conformidad con el artículo 53 inciso b) de la Ley 7593. 

En atención a ello, salvo que se indique lo contrario en este criterio, el análisis se realizará 
sobre la gestión de nulidad y la solicitud de aclaración, únicamente. 



Sobre la gestión de nulidad: 

En cuanto a la gestión de nulidad, contra la resolución RJD-089-2016, le resultan aplicables 
las disposiciones contenidas en los artículos 158 y 179 de la Ley 6227. 

Sobre la solicitud de aclaración: 

Distribuidora Royal S.A, interpuso lo que denominó en su escrito, como solicitud de 
aclaración, respecto de la resolución RJD-089-2016. 

En la Ley General de la Administración Pública (Ley 6227), no se encuentra estipulada la 
solicitud de adición y aclaración. En el artículo 343, lo que se encuentra establecido son los 
recursos ordinarios (revocatoria o reposición y apelación) y extraordinarios (revisión). 

Sin embargo, en aplicación de lo establecido en el artículo 229 de ese mismo cuerpo legal, se 
puede aplicar supletoriamente el Código Procesal Civil. 

Este Código establece en su artículo 158, lo siguiente: 

“Los jueces y los tribunales no podrán variar ni modificar sus sentencias, pero sí 
aclarar cualquier concepto oscuro o suplir cualquier omisión que contengan 
sobre punto discutido en el litigio. La aclaración o adición de la sentencia sólo 
proceden respecto de la parte dispositiva. 

Estas aclaraciones o adiciones podrán hacerse de oficio antes de que se 
notifique la resolución correspondiente, o a instancia de parte presentada dentro 
del plazo de tres días. (…)” 

Dicha figura, dentro de los procedimientos administrativos, ha sido desarrollada 
jurisprudencialmente, tal y como se desprende de diversas resoluciones (n° 7269-2004, 9030-
2008 y 17737-2011) de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

Específicamente en la resolución 7269-2004 del 1 de julio de 2004, se indicó: 

“(…) las otras inconformidades que el petente expone con relación al proceder del 
Gerente de la Aduana Santamaría también son inadmisibles.  En efecto, en primer 
lugar, si él estima que los oficios impugnados son omisos en su fundamentación, tiene 
abierta la posibilidad de solicitar una adición o aclaración ante el propio recurrido.” 

A partir de lo dispuesto en el numeral transcrito, y según lo analizado jurisprudencialmente, la 
adición y aclaración de una resolución puede ser planteada por la parte interesada, como una 
solicitud y no como un recurso, mediante la cual una resolución puede ser aclarada o 
adicionada por parte del Órgano Decisor. 

Esta solicitud tiene sus limitaciones, pues no es un medio de impugnación como sí lo son los 
recursos, y solamente puede requerirse la subsanación de posibles aspectos oscuros u 
omisiones referentes a la resolución. 



Así lo definió la Sala Segunda, mediante la sentencia 883-2013 del 9 de agosto de 2013, en 
la que dispuso: 

“(…) II.- Por otra parte, la adición y la aclaración, prevista en el numeral 158 del 
Código Procesal Civil, no son mecanismos para impugnar las sentencias, sino 
simples remedios procesales previstos para subsanar oscuridades u omisiones 
cometidas, exclusivamente, en la parte dispositiva ("por tanto") de determinada 
resolución judicial. En el caso que nos ocupa, no media una petición de esa 
naturaleza, sino un cuestionamiento de fondo, pues lo que se pretende es una 
revocatoria y esta no procede por estar correcto lo resuelto. (…)”  

Cabe aclarar, que anteriormente la Sala Constitucional había analizado la figura de la adición 
y la aclaración, por medio del voto 485-94 del 25 de enero de 1994, en el cual señaló:  

“El hecho de que las gestiones de adición y aclaración de sentencias "sólo 
proceden respecto de la parte dispositiva."no quiere decir que no se pueda 
discutir en relación con los fundamentos de la sentencia, sino que lo serán en la 
medida en que sustenten la parte dispositiva de la misma, pero no en forma 
aislada.” (El subrayado no pertenece al original) 

Lo anterior, permite concluir que una solicitud de adición y aclaración en sentido técnico, no 
constituye una revisión de lo resuelto, en virtud de que solamente es posible corregir errores 
materiales, precisar términos del pronunciamiento, o bien subsanar una omisión, pero no 
corregir, variar o modificar la resolución, puesto que ello violaría los principios de seguridad, 
certeza jurídica y de justicia pronta y cumplida.  

De tal manera, la adición y aclaración no es entonces, un instrumento procesal de revocación 
o sustitución de una decisión administrativa, sino que es precisamente, un remedio para
hacer cumplir lo ordenado, autorizado o permitido (voluntad del órgano o el ente
administrativo).

b) Temporalidad:

Sobre la gestión de nulidad: 

En cuanto a la gestión de nulidad contra la resolución RJD-089-2016, se tiene que fue 
interpuesta en tiempo, conforme el artículo 175 de la Ley 7593.  

Sobre la solicitud de aclaración: 

La resolución que se pretende sea aclarada es la RJD-089-2016, respecto de la cual, según 
lo dispuesto en el artículo 158 del Código Procesal Civil, la parte interesada debía presentar 
la respectiva solicitud dentro del plazo de tres días. 

La mencionada resolución, le fue notificada a Distribuidora Royal S.A., el 21 de junio de 2016 
(folios 2520 y 2523), y ésta presentó la solicitud de aclaración, el 23 de junio de 2016 (folio 
2498). 



Del análisis comparativo que precede, se puede concluir que la solicitud de aclaración, fue 
presentada dentro del plazo legal establecido por la normativa de cita, que vencía el 24 de 
junio de 2016. 

c) Legitimación:

Sobre la gestión de nulidad y la solicitud de aclaración: 

Respecto de la legitimación se tiene que, Distribuidora Royal S.A., es la parte investigada en 
este procedimiento, es por ello que está legitimada para actuar –en la forma en que lo ha 
hecho- de acuerdo con lo establecido en el artículo 275 de la Ley 6227. 

d) Representación:

Sobre la gestión de nulidad y la solicitud de aclaración: 

Se aprecia que el señor Chung Sheng Tsui Lee, es apoderado generalísimo sin límite de 
suma de Distribuidora Royal S.A., ello conforme a la certificación registral (folios 2455 y 
2456). 

De lo anterior se concluye, que el recurso de reposición, interpuesto por Distribuidora Royal 
S.A., contra la resolución RJD-089-2016, es inadmisible por no ser susceptible dicha
resolución de ulterior recurso.

Por su parte, en cuanto a la gestión de nulidad y la solicitud de aclaración, interpuestas por 
Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RJD-089-2016, resultan admisibles por haber 
sido interpuestos en tiempo y forma. 

III. SOBRE LA NULIDAD INTERPUESTA

Los argumentos expresados, dentro de la gestión de nulidad, se pueden sintetizar de la 
siguiente forma: 

1. La Ley de Notificaciones Judiciales (Ley 8687), fue publicada en La Gaceta Nº 20 del
29 de enero de 2009, por lo que remueve cuanta ley o jurisprudencia anterior se
oponga.

2. En los delitos de falsedad no se puede considerar la negligencia como factor para
determinar la culpa, ya que la falsedad debe ser conocida o dispuesta de menara
conciente y querida por el infractor. Además, en la resolución recurrida no aparece el
análisis realizado por el superior.

3. El análisis de la buena fe, nada tiene que ver con los errores por falta al deber de
cuidado.



IV. SOBRE EL FONDO

1. La Ley de Notificaciones Judiciales (Ley 8687), fue publicada en La Gaceta Nº 20 del
29 de enero de 2009, por lo que remueve cuanta ley o jurisprudencia anterior se
oponga.

En cuanto al argumento en análisis, se tiene que la gestionante no precisó el cuadro fáctico 
respecto del cual pretende la aplicación del artículo 38 de la Ley de Notificaciones Judiciales 
(Ley 8687).  

No obstante, revisada la resolución impugnada, se tiene que al parecer, hace referencia al 
recurso de revocatoria y apelación en subsidio con gestión de nulidad (folios 2366 y 2367), 
interpuestos contra la resolución ROD-024-2015 (folios 2357 al 2365). Sobre el particular, se 
debe tener presente, que los recursos de revocatoria y de apelación fueron rechazados por 
inadmisibles, por ser extemporáneos, mediante las resoluciones ROD-26-2015 (folios 2368 al 
2374) y RRGA-036-2015 (folios 2400 al 2423), respectivamente. 

Clarificado lo anterior, la gestionante fundamentó el argumento aquí analizado, en el párrafo 
final del artículo 1 de la Ley 8687, el cual establece: 

“Siempre que no exista norma especial en contrario, esta Ley será aplicable a los 
procedimientos del Estado y sus instituciones, regulados por la Ley general de la 
Administración Pública. (…)” 

Sobre el particular, alegó que el momento en que ocurre una notificación, según el artículo 38 
de la Ley 8687, es al día siguiente de la transmisión o depósito del fax o correo electrónico, 
por lo que cualquier resolución que atente contra la norma legal, es absolutamente nula. 

Cabe destacar, que este argumento ya fue ampliamente analizado en las resoluciones ROD-
26-2015 y RRGA-036-2015 y RJD-89-2016, por lo que la gestionante debe estarse a lo
dispuesto al respecto. Sin embargo, en aras de precisar el fundamento expuesto, y en virtud
de la nulidad alegada, se procede con el análisis correspondiente.

Al respecto, se debe tomar en consideración la integralidad del artículo 1 de la Ley 8687, y no 
solamente una parte de este. De esta forma, dicho numeral dispone: 

“ARTÍCULO 1.-  Ámbito de aplicación. Esta Ley regula lo referente a las 
notificaciones judiciales, para que, por medio de la centralización, se logre la 
especialización funcional y la adecuada división del trabajo administrativo. Su 
propósito es modernizar el servicio, dotándolo de mayor eficiencia. 

Esta normativa contiene disposiciones generales sobre notificaciones y será 
aplicable a todas las materias. Las situaciones que, por su particularidad, no 
queden reguladas en la presente Ley, se reservarán para la normativa respectiva. 



Siempre que no exista norma especial en contrario, esta Ley será aplicable a los 
procedimientos del Estado y sus instituciones, regulados por la Ley general de la 
Administración Pública. (…)” 

Como se observa, la norma es clara en su párrafo primero, al indicar que el ámbito de 
aplicación de la Ley 8687, refiere a las notificaciones judiciales; mientras que el párrafo 
tercero, es una disposición supletoria, en el sentido de que si no existe norma especial que 
regule determinado supuesto, relacionado con una notificación, entonces se debe aplicar 
dicha ley. 

Ahora bien, dicha supletoriedad, no es de aplicación al caso de marras, por cuanto el artículo 
346 inciso 1) de la Ley General de la Administración Pública (Ley 6227), señala: 

“1. Los recursos ordinarios deberán interponerse dentro del término de tres días 
tratándose del acto final y de veinticuatro horas en los demás casos, ambos 
plazos contados a partir de la última comunicación del acto.” (El subrayado no 
pertenece al original) 

Asimismo, el numeral 256 inciso 3 de la ley de cita, indica: 

“Artículo 256.- (…) 
3. Los plazos empezarán a partir del día siguiente a la última comunicación de los
mismos o del acto impugnable, caso de recurso.”

Nótese, como las disposiciones transcritas son claras en su redacción, en el sentido de que 
los plazos se cuentan a partir de la última comunicación del acto, por lo que no es de 
aplicación el artículo 38 de la Ley 8687, respecto de que el cómputo del plazo de la 
notificación por fax o correo electrónico, inicia a partir del día hábil siguiente de la transmisión 
o depósito, como lo pretende la gestionante.

Así las cosas, de conformidad con el artículo 346 inciso 1) de la Ley 6227, la resolución ROD-
024-2015 fue notificada el 15 de abril de 2015 (folios 2362 al 2364), por lo tanto, los recursos
ordinarios debían interponerse dentro del plazo de veinticuatro horas, contado a partir de la
última comunicación del acto, el cual inició y venció el 16 de abril de 2015, y la gestionante
interpuso dichos recursos, el 17 de abril de 2015 (folios 2366 y 2367), por lo que fueron
presentados extemporáneamente, y así se indicó en las resoluciones ROD-26-2015 y RRGA-
036-2015 y RJD-89-2016.

Ahora bien, a pesar de que los recursos contra la resolución ROD-024-2015, fueron 
presentados extemporáneamente, la gestionante también había interpuesto gestión de 
nulidad, y al respecto se debe indicar lo siguiente:  

1. Que las excepciones eran de fondo y que serían conocidas en resolución final.
2. Que los testigos ofrecidos, -señores  Calvo Castro y  Sánchez Hardigan- serían

admitidos en comparecencia.



Revisado el expediente (folios 2381 y 2382) se tiene que, en su momento, ambos testigos 
fueron admitidos por la Administración y recibidos sus testimonios. 

Por otra parte, sobre las excepciones interpuestas por la investigada (falta de derecho, falta 
de causa, falta de legitimación activa y pasiva, falta de competencia del órgano director, 
caducidad, y prescripción) se tiene que las mismas fueron atendidas en la resolución final 
(RRGA-036-2015). 

De lo anterior, se concluye que el supuesto vicio del procedimiento, señalado por la 
gestionante, al fin y al cabo, en nada perjudicó su defensa. Ello por cuanto, la Administración, 
atendió oportunamente su ofrecimiento de testigos y las excepciones interpuestas. 

Es decir, no se observa daño alguno que le haya causado, la extemporaneidad del recurso 
interpuesto, cuando la Administración, en atención a la nulidad también interpuesta, atendió 
sus alegatos y resolvió sus peticiones oportunamente.  

Por lo tanto, no lleva razón la gestionante en cuanto a su argumento. 

2. En los delitos de falsedad no se puede considerar la negligencia como factor para
determinar la culpa, ya que la falsedad debe ser conocida o dispuesta de manera
consciente y querida por el infractor, por lo que la resolución es nula. Además, en la
resolución recurrida no aparece el análisis realizado por el superior.

La gestionante en su expresión de agravios del recurso de apelación contra la resolución 
RRGA-036-2015, había hecho referencia al derecho penal, para alegar el por qué no se 
habían aplicado normas alternativas para ponerle fin al conflicto, como por ejemplo, la 
conciliación.  

Al respecto, en la resolución impugnada se le indicó, que el procedimiento administrativo 
seguido en su contra tiene como origen un procedimiento licitatorio, que se rige por el 
derecho administrativo, por lo que no es de aplicación el derecho penal. 

De esta forma, en cuanto al argumento en análisis, es necesaria dicha reiteración, en el 
sentido de que no son de aplicación para el caso concreto, las normas o principios del 
derecho penal. Por ende, resulta improcedente el argumento, respecto de equiparar el 
análisis de la conducta sancionada, al análisis que se realiza en sede penal de los delitos de 
falsedad. 

En otras palabras, debe la gestionante estarse a lo dispuesto en la resolución impugnada, en 
la cual se indicó lo siguiente: 

“La sanción fue impuesta a la recurrente (inhabilitación de dos años para 
contratar con el Estado) en respeto al debido proceso y de conformidad con la 
sana critica racional y el principio de proporcionalidad, por cuanto se analizaron 
las pruebas que constan en autos en su conjunto, y se tomó en consideración la 
totalidad del ordenamiento jurídico vigente, el cual si bien no exige la 
comprobación de la culpa o el dolo para dictar la sanción, de los elementos 



probatorios, se desprende que se introdujo en la oferta un hecho falso, 
ocasionado por una falta al deber de cuidado del representante de la recurrente, 
al no revisar la oferta presentada. Asimismo, la prueba incorporada en el 
procedimiento administrativo, demostró fehacientemente que la recurrente 
introdujo hechos falsos para lograr la adjudicación de la línea 29 del cartel.” 
(Folio 2517) 

Por otra parte, en lo que respecta a que en la resolución recurrida no aparece el análisis 
realizado por el superior, se tiene que el criterio de esta Dirección General, se rindió de 
conformidad con el artículo 303 de la Ley 6227, el cual estipula: 

“Los dictámenes serán facultativos y no vinculantes, con las salvedades de ley.” 

Sobre dicha disposición, la Procuraduría General de la República, en su dictamen C-225-
2014 del 30 de julio de 2014, mencionó: 

“No obstante, el carácter no vinculante de los criterios y dictámenes de las 
asesorías jurídicas institucionales no resta a su relevancia en el actuar 
administrativo. 

En efecto, si bien es cierto que sus dictámenes y criterios no son vinculantes 
para los órganos con las competencias decisorias, lo cierto, como se ya se ha 
dicho,  es que estos dictámenes tienen por finalidad servir y contribuir a la 
formación de la voluntad administrativa. 

En este sentido, debe destacarse que los dictámenes de las asesorías jurídicas 
pueden incorporarse dentro de la motivación del acto administrativo. Al respecto, 
se transcribe el artículo 136.2 de la Ley General de la Administración Pública: 
2. La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los
motivos de la petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o
resoluciones previas que hayan determinado realmente la adopción del acto, a
condición de que se acompañe su copia.”

Es decir que el dictamen o criterio que elabore la respectiva asesoría jurídica 
institucional debe procurar ser útil y relevante para informar correcta y 
acertadamente al órgano con la competencia decisora.” 

Nótese, como el dictamen de esta Dirección General, 411-DGAJR-2016, fue el fundamento 
de la resolución recurrida, dado que en este caso, la Junta Directiva determinó no apartarse 
de dicho criterio, y así lo hizo constar en la resolución impugnada: 

“     CONSIDERANDO: 

I. Que las gestiones fueron analizadas por la Dirección General de Asesoría
Jurídica y Regulatoria, emitiéndose el respectivo criterio jurídico, que sirve de
sustento para la presente resolución, del cual conviene extraer lo siguiente:
(…)



II. Que de conformidad con los resultandos y el considerando que preceden y de
acuerdo al mérito de los autos, declarar sin lugar el recurso de apelación y la
gestión de nulidad, interpuestos por Distribuidora Royal S.A., contra la
resolución RRGA-036-2015, dar por agotada la vía administrativa, publicar en el
diario oficial La Gaceta la inhabilitación para contratar con el Estado por el
período de dos años, notificar a la parte y comunicar a Merlink y CompraRed, tal
y como se dispone.

III. Que en la sesión ordinaria 28-2016, del 19 de mayo de 2016, cuya acta fue
ratificada el 26 del mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad
Reguladora, sobre la base del oficio 411-DGAJR-2016, de cita, acordó entre otras
cosas, dictar la presente resolución.” (Folios 2503 y 2518)

Ahora bien, la emisión del dictamen se realizó en razón de lo establecido en el artículo 13 del 
Reglamento interno de organización y funciones de la Autoridad Reguladora de los Servicios 
Públicos y su órgano desconcentrado (RIOF), el cual dispone: 

“La Dirección General tiene las siguientes funciones: 

1. Rendir criterio sobre los recursos administrativos que deba conocer la Junta
Directiva.”

Así las cosas, en la resolución impugnada la Junta Directiva hace propio el análisis realizado 
por esta Dirección General, en su considerando II, y consecuentemente con ello decidió, 
agotando la vía administrativa, este procedimiento.  

En consecuencia de todo lo indicado, las normas o principios del derecho penal no son de 
aplicación para un procedimiento administrativo que tuvo su origen en el incumplimiento de 
una contratación administrativa, por lo que resulta improcedente el argumento, respecto de 
equiparar el análisis de la conducta sancionada al análisis que se realiza en sede penal de los 
delitos de falsedad.  

Además, la Junta Directiva hizo constar su análisis en la resolución impugnada, al citar y 
hacer propio el criterio que brindó la Dirección General de Asesoría Jurídica y Regulatoria, y 
dictar dicha resolución con base en el criterio 411-DGAJR-2016. 

Por lo tanto, no lleva razón la gestionante en cuanto a su argumento. 

3. El análisis de la buena fe nada tiene que ver con los errores por falta al deber de
cuidado.

La resolución impugnada contiene un análisis amplio en torno a la falta del deber de cuidado y 
la transgresión de la buena fe, en el procedimiento de contratación administrativa. 
En cuanto a la falta al deber de cuidado y su correlación con el menoscabo al principio de 
buena fe, la resolución impugnada, en lo esencial, señaló lo siguiente: 



“(…) la adjudicación a favor de la recurrente, ocurrió por la introducción de un 
hecho falso en la oferta, producto de una falta al deber de cuidado de su 
representante, lo que se evidencia con la aseveración de que aquél no 
acostumbra a revisar las ofertas, a pesar de que se trata de un negocio jurídico 
en el que podría su empresa adquirir obligaciones. Por ende, se evidencia la 
transgresión al principio de buena fe, propio de la contratación administrativa 
(…)” (Folio 2516) 

En otras palabras, la falta al deber de cuidado parte del hecho de que el apoderado de la 
empresa no acostumbra revisar las ofertas presentadas en los procedimientos licitatorios, lo 
cual acarrea la transgresión al principio de buena fe que rige la contratación administrativa, en 
el sentido de que la Administración, en este caso la Aresep, cuando recibe las ofertas parte 
del hecho de que la información presentada por los oferentes, es veraz y precisa. 

Los documentos debidamente firmados por el representante de una empresa, como máximo 
responsable, hacen presumir a la Administración que aquél conoce y entiende el contenido de 
lo ofertado.  

Contenido que en materia de contratación administrativa, adquiere aún más relevancia, ya 
que se encuentra de por medio la prestación del servicio público, y el manejo eficiente de los 
recursos públicos, y que ante la imprecisión de lo ofertado por la gestionante, conllevó una 
readjudicación, que implicó un costo para la Administración. 

Por ende, no es de recibo el argumento de la gestionante. 

Por otra parte, debe indicarse que la resolución recurrida, es un acto administrativo válido por 
cuanto éste contiene todos los elementos, tanto formales (sujeto, forma y procedimiento) 
como sustanciales (motivo, fin y contenido), exigidos por la Ley 6227.  

Al respecto, se observa que: 

 El acto impugnado (resolución RJD-089-2016), fue dictado por el órgano competente,
sea la Junta Directiva, (artículos 129 y 180, sujeto).

 Fue emitido en la forma correspondiente, sea por escrito (artículos 134 y 136, forma).
 De previo a su dictado, se realizaron los trámites sustanciales y se cumplieron los

requisitos establecidos en la ley (artículo 214 y siguientes de la Ley 6227,
procedimiento).

 Contiene un motivo legítimo y existente, el cual se sustentó en el incumplimiento de la
gestionante en el procedimiento de contratación administrativa (artículo 133, motivo).

 El contenido es posible, lícito, claro y acorde a las circunstancias de hecho y de
derecho surgidas del motivo (artículos 131, fin y 132, contenido).

Por ende, se concluye que la resolución recurrida, es un acto administrativo válido, conforme 
lo que establece el artículo 128 de la Ley 6227. 

En atención a ello, el acto administrativo contiene todos sus elementos, y no se observan 
motivos para declarar su nulidad.  



V. SOBRE LA SOLICITUD DE ACLARACIÓN

Indica el solicitante, que debe aclararse a partir de qué momento rige la sanción impuesta 
mediante la resolución RRGA-036-2015, y confirmada por medio de la resolución RJD-089-
2016. 

Cabe señalar, que la sanción impuesta a la solicitante fue de inhabilitación para contratar con 
el Estado por dos años, por introducir hechos falsos en su oferta, de conformidad con los 
artículos 100 inciso i) de la Ley de Contratación Administrativa y 215 del Reglamento de Ley 
de Contratación Administrativa (folio 2420). 

De esta forma, al ser dicha sanción un acto de alcance general, por ser una inhabilitación 
para contratar con el Estado, este requiere de su publicación (artículo 215 del Reglamento de 
Ley de Contratación Administrativa), lo cual sucedió en el Alcance 97 de La Gaceta 115 del 
14 de junio de 2016 (Folios 2553 al 2569) 

El artículo 150 de la Ley 6227 es claro al indicar: “La ejecución administrativa no podrá ser 
anterior a la debida comunicación del acto principal, so pena de responsabilidad”. En 
concordancia con ello, siendo que en el presente caso era necesaria la comunicación, vía 
publicación, de la resolución final (RRGA-036-2015), ella dispuso en su parte dispositiva VIII, 
que se publicaría una vez firme. Es decir se previó que la misma no sería ejecutada de 
inmediato, sino hasta que quedase en firme. 

Una vez firme, la inhabilitación, dispuesta en la resolución RRGA-036-2015, se tiene que la 
misma debía ser publicada por ser, como se indicó, un acto de alcance general. Así lo 
dispone el artículo 240 de la Ley 6227, al señalar: “Se comunicarán por publicación los actos 
generales…” 

De ello se concluye, la inhabilitación dispuesta en la resolución RRGA-036-2015, rige a partir 
de la fecha de la publicación de la resolución RJD-089-2016, cuando adquirió firmeza dicha 
inhabilitación. La publicación se realizó en el diario oficial La Gaceta, Alcance 97 del 14 de 
junio de 2016. (Folios 2553 al 2569) 

En consecuencia, se debe aclarar la resolución RJD-089-2016, en lo que respecta al inicio de 
la sanción, por lo que la inhabilitación  para contratar con el Estado por dos años, impuesta a 
Distribuidora Royal S.A., rige a partir de su publicación, sea el 14 de junio de 2016. 

VI. CONCLUSIONES

Conforme lo expuesto, este Órgano Asesor arriba a las siguientes conclusiones: 

1. Desde el punto de vista formal, el recurso de revocatoria (reposición), interpuesto por
Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RJD-089-2016, resulta inadmisible por
no ser susceptible dicha resolución de ulterior recurso.

2. Desde el punto de vista formal, la gestión de nulidad y la solicitud de aclaración,
interpuestos por Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RJD-089-2016, resultan
admisibles por haber sido interpuestos en tiempo y forma.



3. El artículo 38 de la Ley 8687, no es de aplicación al procedimiento administrativo
seguido en contra de la gestionante, ya que regula lo relativo a las notificaciones
judiciales, y únicamente se aplicará en forma supletoria cuando haya ausencia de
norma expresa, que en el caso de marras no se presenta, por cuanto el artículo 346
inciso 1) de la Ley 6227 establece que el cómputo del plazo para interponer los
recursos ordinarios, se contará a partir de la última comunicación del acto, por ende,
el rechazo por extemporaneidad de los recursos de revocatoria y apelación contra la
resolución ROD-024-2015, fue acorde al ordenamiento jurídico. Finalmente, cabe
señalar, que lo relativo a la aplicación del artículo 38 de la Ley 8687,  fue
ampliamente analizado en las resoluciones ROD-26-2015, RRGA-036-2015, y RJD-
89-2016, por lo que la gestionante debe estarse a lo dispuesto en ellas.

4. Si bien los recursos contra la resolución ROD-024-2015 fueron declarados
extemporáneos, en su momento se atendió la nulidad también interpuesta por la
gestionante, por medio de la cual se determinó que los testigos ofrecidos, serían
admitidos y evacuados en la comparecencia oral y privada, tal y como sucedió;
mientras que en cuanto a las excepciones  (falta de derecho, falta de causa, falta de
legitimación activa y pasiva, falta de competencia del órgano director, caducidad, y
prescripción) se tiene que las mismas fueron atendidas en la resolución final (RRGA-
036-2015).

5. Las normas o principios del derecho penal no son de aplicación para un
procedimiento administrativo que tuvo su origen en el incumplimiento de una
contratación administrativa, por lo que resulta improcedente equiparar el análisis de la
conducta sancionada, al análisis que se realiza en sede penal de los delitos de
falsedad.

6. La Junta Directiva hizo constar su análisis en la resolución impugnada, al no
apartarse del criterio que brindó la Dirección General de Asesoría Jurídica y
Regulatoria, y dictar dicha resolución sobre la base del oficio 411-DGAJR-2016.

7. La falta al deber de cuidado, materializada por la omisión del apoderado de la
gestionante en la revisión de la oferta presentada en el procedimiento licitatorio,
conlleva una violación al principio de buena fe, por cuanto el representante de la
gestionante presentó y firmó una oferta que no revisó, lo que hizo incurrir a la
Administración en una adjudicación y una posterior readjudicación, en razón de lo
inexacto de la oferta.

8. Se debe aclarar la resolución RJD-089-2016, en lo que respecta al inicio de la
sanción, por lo que la inhabilitación  para contratar con el Estado por dos años,
impuesta a Distribuidora Royal S.A., rige a partir de su publicación, sea el 14 de junio
de 2016.

(…) 



II. Que con fundamento en los resultandos y considerandos precedentes y acuerdo al mérito de los autos,
lo procedente, es rechazar por inadmisible, el recurso de revocatoria (reposición), interpuesto por
Distribuidora Royal S.A., contra la resolución RJD-089-2016, declarar sin lugar, la gestión de nulidad,
aclarar la resolución RJD-089-2016, únicamente en lo que respecta al inicio de la sanción, por lo que la
inhabilitación para contratar con el Estado por dos años, impuesta a Distribuidora Royal S.A., rige a
partir de su publicación, sea el 14 de junio de 2016; publicar la presente resolución en el diario oficial La
Gaceta; notificar a las partes la presente resolución; comunicar a Mer-link y CompraRed tal y como se
dispone:

III. Que en la sesión ordinaria 49-2016, del 12 de setiembre de 2016, cuya acta fue ratificada el 19
del mismo mes y año; la Junta Directiva de la Autoridad Reguladora, sobre la base del oficio 778-
DGAJR-2016, de cita, acordó entre otras cosas, dictar la presente resolución.

POR TANTO: 

Con fundamento en las facultades conferidas en la Ley General de la Administración Pública (Ley 
6227) y la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (Ley 7593)  

LA JUNTA DIRECTIVA 

RESUELVE: 

I. Rechazar por inadmisible, el recurso de revocatoria (reposición), interpuesto por Distribuidora
Royal S.A., contra la resolución RJD-089-2016.

II. Declarar sin lugar, la gestión de nulidad, interpuesta por Distribuidora Royal S.A., contra la
resolución RJD-089-2016.

III. Aclarar la resolución RJD-089-2016, únicamente en lo que respecta al inicio de la sanción,
por lo que la inhabilitación para contratar con el Estado por dos años, impuesta a Distribuidora
Royal S.A., rige a partir de su publicación, sea el 14 de junio de 2016.

IV. Publicar la presente resolución, en el Diario Oficial La Gaceta.

V. Notificar a la parte la presente resolución.

VI. Comunicar a Mer-link y CompraRed.

PUBLÍQUESE, NOTIFÍQUESE Y COMUNÍQUESE. 

ROBERTO JIMÉNEZ GÓMEZ, EDGAR GUTIÉRREZ LÓPEZ, PABLO SAUMA FIATT, SONIA MUÑOZ 
TUK, ALFREDO CORDERO CHINCHILLA, SECRETARIO DE JUNTA DIRECTIVA. 

1 vez.—( IN2016067945 ).
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